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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 31 de 
octubre de 2023, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, en nombre y 
representación de qqqq, S.A., y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero  
 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 

DICTAMEN 417/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 2 de octubre de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, en nombre y representación de qqqq, S.A., debido a los daños 
sufridos en un ascensor ubicado en el parking Plaza ccc1 de xxxx, por el 
agua proyectada por un camión de limpieza municipal. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 5 de octubre de 2023, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 417/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la Consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 7 de septiembre de 2021 Dña. yyyy, en nombre y 

representación de qqqq, S.A, presenta una reclamación de responsabilidad 
patrimonial frente al Ayuntamiento de xxxx en la que manifiesta que “el 2 de 
agosto de 2021 se produjo una entrada de agua en las instalaciones del 
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ascensor del parking Plaza ccc1, concretamente en el acceso próximo a ccc2 
proyectada de forma accidental por el camión de limpieza municipal (…)”.  

 
Adjunta con su reclamación poder para pleitos e informe pericial de 10 

de agosto de 2021 y propone prueba testifical del empleado del parking que 
presenció los hechos. 

 
La reclamante presenta evaluación económica de los daños y perjuicios 

sufridos que cuantifica en 8.485 euros. 
 
Segundo.- Obran en el expediente informe de la Policía Local de 17 

de septiembre de 2021, informe de Asesoría Jurídica General de 21 de 
septiembre de 2021 e informe del jefe de centro de explotación de servicios 
de 26 de marzo de 2022. 
 

Tercero.- El 17 de octubre de 2022 se practica la prueba testifical 
propuesta por la interesada 
 

Cuarto.- El 9 de enero de 2023 se concede trámite de audiencia. No 
consta la presentación de alegaciones. 
 

Quinto.- El 27 de junio de 2023 se concede nuevo trámite de 
audiencia y se requiere a la interesada para que aporte: factura de reparación 
de los daños alegados, certificado de titularidad de la cuenta bancaria y 
declaración jurada de no haber sido indemnizada por cuantía alguna por el 
incidente objeto del presente expediente. 

 
El 7 de julio de 2023 la reclamante ratifica las pretensiones contenidas 

en su escrito inicial y presenta la documentación requerida. 
 
Sexto.- El 12 de agosto de 2023 comparece, a instancias del instructor 

del expediente, el perito que emitió el informe pericial presentado por la 
reclamante. 

 
Séptimo.- El 27 de septiembre de 2023 se formula propuesta de 

resolución estimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial y se 
reconoce a la interesada 8.485 euros. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen 
en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
Este Consejo considera conveniente precisar que no consta en el 

expediente que se haya concedido trámite de audiencia a la reclamante de la 
prueba testifical del perito acordada de oficio por el instructor. Sin embargo, 
el perito se limita a ratificar el informe que fue aportado por la interesada en 
su solicitud inicial. Por ello, no se considera necesaria la retroacción de las 
actuaciones. 
 

3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 de la LPAC. La competencia para 
resolver la reclamación corresponde al Alcalde, sin perjuicio de la delegación 
de competencias que pueda existir, conforme a los artículos 124.4.ñ) y 124.5 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local 
(LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
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La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de forma genérica, el artículo 
54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los 
siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. 
Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra 
un año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre una reclamación de 

responsabilidad patrimonial por los daños ocasionados en un ascensor del 
parking Plaza ccc1, gestionado por la reclamante, provocados por el agua 
proyectada por un camión de limpieza municipal. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 
de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en 
la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
Por su parte, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, establece 
que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, 
parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
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aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la entidad local”. 
 

En el caso analizado, se trata de determinar si el daño alegado es 
imputable a la actividad administrativa desarrollada o bien concurren factores 
que hacen quebrar la relación de causalidad precisa para declarar la 
responsabilidad administrativa.  

 
A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 

daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal 
del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general 
sobre la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 
7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC), y lo que, más específicamente 
para el régimen de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone 
el artículo 67.2 de la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar 
los hechos que, en su caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria.  

 
Puede considerarse acreditado que el 2 de agosto de 2021 se produjo 

una entrada de agua en las instalaciones de un ascensor del parking Plaza 
ccc1, concretamente en el situado en el acceso próximo a la calle ccc2 (sic), 
circunstancia expresamente reconocida por el testigo presencial de los 
hechos y avalada por el informe pericial aportado por la interesada. 

 
Es cierto que el informe de la Policía Local (página 13 del expediente) 

establece que “no existe intervención por parte de esta policía” y que el 
informe del Servicio de Limpieza Municipal (página 18) dispone que 
“habiendo sido consultados los trabajadores integrantes del equipo de lavado 
que realizó labores de baldeo ese día con un camión cisterna en la plaza 
ccc1, estos manifiestan nos ser conscientes de haber lanzado agua contra la 
instalación objeto de la presente reclamación”. Sin embargo, la propia 
propuesta de la Administración reconoce que “a pesar de no resultar prueba 
directa, se aprecian indicios suficientes y datos indirectos como para formar 
la convicción de la verosimilitud de los hechos alegados por el interesado”. 

 
Una vez resuelta esta cuestión previa, según su escrito inicial, la causa 

a la que atribuye la reclamante los daños consistiría en el agua “proyectada 
por el camión de limpieza municipal”. 

 
En este sentido, el mencionado informe pericial manifiesta que “El 

parking, cuenta con dos accesos peatonales con escaleras y ascensor, siendo 



 

 6

objeto de inspección el acceso próximo a la calle ccc2 (sic). Se verifican 
daños por agua en componentes electrónicos de cabina, placas de cabina, 
botonera, placa de operador y motor de puerta, centralitas, todos ellos 
componentes instalados en la cabina y su parte superior. Los componentes 
disponibles aún en las instalaciones, muestran marcas de daños por agua, 
sulfatación de tarjetas electrónicas, incluso, socarramiento por cortocircuito.  

 
»A fecha de inspección, persisten marcas de agua en interior de 

cabina y puertas. Se visionan vídeos de la fecha de ocurrencia, y se aportan 
fotografías donde se puede comprobar la entrada de agua en las 
instalaciones del ascensor. Según detalla el encargado de las instalaciones, 
los hechos, corresponden con entrada de agua proyectada por camión de 
limpieza municipal, que dirige ésta de forma directa hacia la parte aérea del 
elevador en superficie, de forma accidental el día 2 de agosto de 2021. (…) 
Los daños observados, corresponden con daños por agua, precisando la 
reposición de los elementos afectados para garantizar el funcionamiento de 
las instalaciones con seguridad”. 

 
Conviene precisar que no consta en el expediente remitido el reportaje 

fotográfico anexo al informe pericial. 
 
A mayor abundamiento, el empleado del parking afirma que “estando 

en su puesto de trabajo, la cabina del aparcamiento de Plaza ccc1, sonó la 
alarma del ascensor, cuando se acercó a ver lo que ocurría, (se) estaban 
abriendo y cerrando las puertas del ascensor y estaba jarreando agua dentro 
de la cabina”. Y reconoce que “el origen del agua venía de arriba, del agua 
que se había filtrado por la puerta del ascensor que se encontraba al nivel de 
la calle de plaza ccc1, (…) que subió arriba, vio la zona del ascensor anegada 
de agua y al servicio de limpieza del ayuntamiento que a diario riega la zona 
de fruta de plaza ccc1”, (…) que en ese momento se encontraban pasando la 
manguera a unos 15 metros aproximadamente y (…) que instó a uno de los 
trabajadores a que dejara de mojar la zona”. 

 
Por lo expuesto, aparece acreditado que los daños del ascensor fueron 

causados por la proyección de agua realizada por el camión de servicios de 
limpieza municipal. Y la Administración considera probados estos hechos.  

 
6ª.- En cuanto al importe de la indemnización, la reclamante solicita 

8.485 euros por los daños sufridos en el ascensor. 
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El informe pericial aportado por la interesada detalla los daños 
causados y los valora en 8.485 euros: “Reparación de daños: Display de 
cabina, F2KMUL, cable COP- ALARM, cable F2 KMULL ALARM, cable de 
display cabina, cable pulsadoresage, altavoz de cabina, pulsadores de 
llamada en cabina, pulsador abre-puertas, pulsador de alarma, luz de 
emergencia en cabina, KIT comunicación bidireccional, memoria, LCECCB, 
KIT operador de cabina, contacto de puertas, botonera de techo de cabina, 
alarma de emergencia, placas de piso y mano de obra”. 

 
Por otro lado, consta en el expediente factura emitida por la mercantil 

KONE - que precisa la reparación de los daños descritos en el citado informe 
pericial- por importe de 8.485 euros y pagada por la reclamante (página 33). 

 
La Administración no aporta prueba que desvirtúe la tasación realizada 

por el perito y reconoce la indemnización solicitada por la interesada. Por lo 
expuesto, la cuantía indemnizatoria que debe estimarse asciende 8.485 euros. 

 
En todo caso, el importe de la indemnización deberá actualizarse a la 

fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 34.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, en nombre y representación de qqqq, S.A., debido 
a los daños sufridos en un ascensor ubicado en el parking Plaza ccc1 de 
xxxx, por el agua proyectada por un camión de limpieza municipal. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


